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	10 de octubre de 1960
	Sesión número
	56

	Motivo: Amparo

	Recurrente: JOAQUÍN ESQUIVEL CASTILLO

	Recurrido: GOBERNADOR DE LA PROVINCIA DE ALAJUELA

	Objeto del recurso: Alega el recurrente que el Gobernador de la Provincia de Alajuela dispuso el cierre del establecimiento comercial de cantina y hostería, denominado El Embajador, argumentando que en dicho negocio se explota el negocio ilícito de la prostitución, y se producen escándalos y desórdenes que lesionan la tranquilidad, la paz y la moralidad pública. Afirma que la denuncia se contrae a faltas de policía que son de  competencia de la Agencia Primera Judicial de Alajuela. El Ministerio de Gobernación confirmó la resolución venida en alzada. Alega violación de los artículos 39, 42, 45 y 46 de la Constitución Política.

	Respuesta del recurrido: Informa el recurrido que ordenó el cierre del establecimiento comercial llamado “El Embajador” con fundamento en los artículos 50 de las Ordenanzas Municipales y 206 del Código Sanitario, por haberse comprobado que en ese negocio se explota la prostitución y se producen escándalos y desórdenes que lesionan la tranquilidad, la paz y la moralidad públicas. Resolución confirmada por resolución del Ministerio de Gobernación.

	Parte dispositiva
	Se declara sin lugar el recurso. Considera la Corte que al proceder la autoridad administrativa en la forma que lo dispuso, lo hizo en cumplimiento de expresas y terminantes disposiciones de carácter legal, que en ningún caso son violatorias de las garantías alegadas.


N° 56
SESIÓN ORDINARIA DE CORTE PLENA celebrada a las catorce horas del día diez de octubre de mil novecientos sesenta, con asistencia de los señores Magistrados Baudrit, Presidente; Valle, Elizondo, Quirós, Ávila, Acosta, Jacobo, Soto, Trejos, Calzada,  Fernández, Jiménez, Jugo y Porter.
Artículo VI
Se conoció del recurso de Amparo establecido por Joaquín Esquivel Castillo contra el señor Gobernador de la Provincia de Alajuela, en que se alega: “1)El señor Gobernador de la Provincia de Alajuela, por resolución de las ocho horas del veinticinco de agosto del año en curso, dispuso el cierre del establecimiento comercial de cantina y hostería, denominado El Embajador, sito en San Josecito de Alajuela, argumentando que en dicho negocio se producen escándalos y desórdenes que lesionan la tranquilidad, la paz y la moralidad pública.- El Ministerio de Gobernación en resolución N°292 de siete horas y cuarenta y cinco minutos del catorce del mes que cursa, publicada en La Gaceta del 21 de los corrientes, conociendo del recurso de apelación interpuesto, confirmó la resolución venida en alzada.- 2). La Municipalidad de Alajuela concedió desde años atrás, para el negocio cuyo cierre se ordena la patente de licores extranjeros número 16 y patente de hostería, conforme se desprende de la certificación adjunta. Tales patentes están en vigencia y no han sido canceladas, ni renunciadas.- 3) Para tomar la resolución que motiva este recurso de amparo, la Gobernación de la Provincia de Alajuela, levantó la información del caso, fundada en la denuncia formulada por don Manuel Loría Artavia y otros, en donde se recibió la prueba que les interesó y se desechó la formulada por mí.-  La misma denuncia formulada por el señor Loría Artavia y compañeros ante la Gobernación aludida, pasó a conocimiento de la Agencia Primera Judicial de Alajuela, encontrándose en tramitación, según se comprueba con la certificación adjunta. Conociendo dicha Autoridad Judicial de ella, porque incuestionablemente la denuncia se contrae a faltas de policía que son de su competencia y no de la Gobernación. – Se produce la anomalía jurídica de que puede ser sancionado dos veces por la misma falta o bien, que se produzcan resoluciones contradictorias, sobre el mismo punto. No obstante que la Gobernación de Alajuela conoce, porque así consta en el expediente respectivo, que la misma denuncia también se tramita judicialmente, ordenó el cierre de mi negocio.- 4) Ha servido de fundamento para tal resolución, lo dispuesto por el artículo 50 de la Ley de Ordenanzas Municipales, N° 20 de 24 de julio de 1867, que dispone en lo conducente: El Gobernador cuidará especialmente de la tranquilidad, del buen orden y de la seguridad de las personas, bienes y derechos de los ciudadanos y habitantes, del cumplimiento de la Constitución y las leyes, de los decretos, órdenes y resolución del Poder Ejecutivo…” Pero ninguna ley, ni siquiera la citada, lo faculta expresamente para ordenar el cierre del establecimiento, que paga patentes municipales para los actos que el Gobernador repudia.- 5) Procede el recurso de amparo para mantener o restablecer el goce de los derechos individuales consignados en la Constitución Política. Considero que han sido violadas las disposiciones de la Constitución Política, contenidas en sus artículos 39, 42, 45 y 46.- 6) Queda claramente determinado que el funcionario responsable del agravio inferido, es el señor Gobernador de la Provincia de Alajuela, don Luis Sibaja García, mayor, casado, empleado público y de ese domicilio.- 7) Ofrezco como prueba del cargo la siguiente: a) Un ejemplar del Diario Oficial La Gaceta del día miércoles 21 de setiembre del año en curso. b) Certificación de la Contaduría Municipal de Alajuela. c) Certificación emanada de la Agencia Primera Judicial de Alajuela.- 8) Vengo en consecuencia y de conformidad con la Ley N° 1161 de 2 junio de 1950, Ley de Amparo, y con lo dispuesto por el artículo 48 de la Constitución Política,  formal  recurso de amparo contra el señor Gobernador de la Provincia de Alajuela don Luis Sibaja García o sea, contra su resolución de las ocho horas del veinticinco de agosto pasado, que ordena el cierre de mi negocio comercial denominado El Embajador, de la ciudad de Alajuela, a fin de que se mantenga o restablezca, el goce de los derechos individuales consignados en la Constitución Política.- 9) Actúo en mi condición de dueño del negocio y pido además se declare con lugar el recurso y pido que como acto previo, se tomen las providencias que determina el artículo 13 de la Ley de Amparo”.-  
El señor Gobernador informa:  “ Por sentencia dictada por el suscrito Gobernador, a las 8 horas del 25 de agosto último, confirmada por el señor Ministro de Gobernación, en resolución número 292 de las siete horas y cuarenta minutos del 14 de setiembre presente, publicada en La Gaceta, Diario Oficial, N° 212 del 21 del mismo mes, se ordenó el cierre del establecimiento comercial llamado “El Embajador”, situado en el barrio de El Cementerio de esta ciudad, por haberse comprobado, en la información respectiva, que en ese negocio se explota la prostitución y se producen escándalos y desórdenes que lesionan la tranquilidad, la paz y la moralidad públicas.-  El cierre del establecimiento referido que, como quedó demostrado, de manera abundante, en la información correspondiente, es un centro de prostitución y origen de escándalos y desórdenes, que opera en un área poblada, con perjuicio directo para el buen orden y la seguridad física y moral de los vecinos y transeúntes, y para la tranquilidad y moralidad públicas en general de la población, es una medida administrativa necesaria de policía, ya que no es posible que el interés particular fundado sobre la explotación del vicio pueda prevalecer sobre el público del orden y la moral sociales. El negocio es así un foco de corrupción y de disturbios; su clausura se impone por razón de legítima defensa social, como se debe eliminar, por higiene pública, el charco de aguas estancadas productos de moscas y zancudos. Por razones de higiene moral las autoridades no pueden, sin dejar de incumplir con sus deberes, permitir el funcionamiento público de antros del vicio y la corrupción.-  El artículo 50 de las Ordenanzas Municipales coloca bajo la protección del Gobernador, en forma especial, la tranquilidad, buen orden, seguridad, bienes y derechos de los ciudadanos y habitantes.  El artículo 206 del Código Sanitario prohíbe la prostitución.  De aquí que, comprobada la existencia de establecimientos que violan las normas morales sociales de convivencia, haciendo de esa violación el fundamento ilícito de sus actividades, la Autoridad está obligada a impedir la continuación de las mismas, poniendo en práctica las atribuciones de que está legalmente investida para ello, como en el caso origen del presente recurso de amparo.- Con todo respeto para esa Honorable Corte, el suscrito Gobernador se permite considerar que los textos constitucionales citados por el recurrente no han sido en manera alguna infringidos porque el interesado no ha sido privado ni amenaza en goce de derecho alguno consagrado por la Constitución Política.-  El artículo 39 consagra una garantía personal de orden judicial que no ha sido afectada en el caso, porque no ha sido impuesta pena alguna por el suscrito Gobernador.  No se dan, tampoco, los supuestos del artículo 42 porque: El suscrito no ha sido juez que haya decidido en diversas instancias un mismo punto, ni ha juzgado al recurrente para imponerle pena alguna ni, desde luego, ha reabierto causa o juicio basado en autoridad de cosa juzgada.  El suscrito ha actuado en la esfera administrativa de su competencia en el orden y con las facultades correspondientes al Poder de Policía, protector de la integridad física y moral de la sociedad.  Igualmente, el artículo 45, que consagra la inviolabilidad de la propiedad privada, no resulta infringido porque no se ha privado de la misma a nadie, y porque “El Embajador” es todo lo contrario a un objeto de interés público para poder hacerle el honor de siquiera suponer que habría que proceder a su expropiación.  Y, por último, el 46, que prohíbe los monopolios de carácter particular y garantiza la libertad de comercio, no puede consagrar ni consagra el derecho de violar la ley para comerciar con su violación, como es el caso de la explotación de la prostitución.-  Por lo expuesto, ruega, muy respetuosamente, como esa Honorable Corte lo ha resuelto en casos similares anteriores, declarar sin lugar el presente recurso de amparo.”
Previa deliberación, se resolvió: declarar sin lugar el recurso, por las razones que seguidamente se dan.  Como culminación del respectivo expediente administrativo, levantado a instancia y por queja del algunos vecinos del negocio denominado “El Embajador”, de propiedad del señor Edwin Brealy Salazar – a cuyo favor se extendió patente de licores extranjeros y hostería – y del cual es administrador el actor del recurso, señor Joaquín Esquivel Castillo, por resolución de la Gobernación de la Provincia de Alajuela, de ocho horas del veinticinco de agosto próximo pasado, confirmada por resolución del Ministerio de Gobernación, de siete horas y cuarenta y cinco minutos del catorce de setiembre último, se ordenó formalmente el cierre del referido establecimiento, conocido también por el nombre de “Club El Embajador”.  Los motivos concretos en que se fundó esa orden fueron los siguientes: “Que en el establecimiento “El Embajador”, situado frente a la carretera nacional en el barrio del Cementerio de esta ciudad (Alajuela), se explota el negocio ilícito de la prostitución y que allí se producen escándalos y desórdenes que lesionan la tranquilidad, la paz y la moralidad públicas.” (hecho probado único de la resolución de la Gobernación).  Las disposiciones legales que sirvieron de fundamento a la resolución de mérito, son las de los artículos 50 de la Ley de Ordenanzas Municipales y 206 del Código Sanitario. Así las cosas, considera esta Corte que el recurso, fundado en la alegada violación a las garantías contenidas en los artículos 39, 42, 45 y 46 de la Constitución Política, no es de recibo leal, pues al proceder la autoridad administrativa, en la forma que lo dispuso, lo hizo en cumplimiento de expresas y terminantes disposiciones de carácter legal, como las citadas, que en ningún caso son violatorias de las garantías mencionadas y cuyas normas están referidas a situaciones extrañas a la que ha motivado el presente recurso.
